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A B S T R A C T 

El estudio económico del cr imen se ha concentrado en un país (Estados Unidos) y 

en algunas var iables (el nivel de policía y el nivel de cast igo). P e s e al desarrol lo de 

nuevas técnicas econométr icas y mayor disponibi l idad de datos, no ha s ido posible 

sistematizar de igual manera el estudio del s is tema de justicia. En la presente 

investigación se pretender crear una línea argumental , basada en los postu lados 

de la economía posit iva, donde quede en ev idencia cómo la ef ic iencia de la 

procuración de justicia es determinante en la decisión individual que hace el 

criminal para participar en una actividad ilícita. En el caso de México, buena parte 

de esa ineficiencia es exp l icada por la existencia de inercia institucional que influye 

directamente en la función de utilidad de los jueces en materia de justicia penal . 
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INTRODUCCIÓN 

L a presente investigación parte de los principios metodológicos postulados 

por Milton Fr iedman (1953) en sus ensayos sobre economía posit iva para intentar 

cumplir con dos propósitos. E l primero de el los es hacer una revisión bibliográfica 

del análisis económico sobre el cr imen. S i bien la investigación es ampl ia , no 

pretende ser exhaust iva como muchos de los trabajos aquí c i tados. Lo que sí 

pretende, a di ferencia de las invest igaciones de referencia, es establecer una línea 

argumental consistente entre dos campos de análisis generalmente estudiados por 

separado : los determinantes de la decisión de cometer o no un ilícito (el modelo 

d isuasivo) y el enfoque económico al s is tema de justicia. 

E l segundo objetivo es anal izar, desde el enfoque económico, la hipótesis 

que para A n a Laura Magalon i (2007) expl ica la ineficiencia en el s is tema de justicia 

en México: la inercia institucional. Por enfoque económico d e b e m o s entender la 

formal ización de una serie de supuestos y sus impl icaciones en la teoría del 

análisis económico. S i bien la e s c a s a información documenta l no permite real izar 

p ruebas empír icas, a lgunos datos permiten construir una teoría que deberá ser 

somet ida a las eva luac iones econométr icas. 

L a economía como c ienc ia posit iva, para Fr iedman (1953) debe desarrol lar 

teoría cuyas predicc iones s e a n signif icativas en fenómenos aún no observados . L a 

teoría es una mezc la de dos e lementos: a) lenguaje (sistemáticos y organ izados 

métodos de razonamiento") e b) hipótesis sustant ivas que sean c a p a c e s de 

abstraer característ icas de una realidad compleja. 

P a r a lograr los dos objetivos de la investigación bajo los parámetros de es ta 

metodología s e formalizará y sistematizará el lenguaje a partir de supues tos que, 

aún cuando pueden ser imprecisos o simplif icar demas iado un fenómeno, son 

útiles para predecir y entender real idades muy complejas en las que interactúan 

de muchos actores. L a va l idez de los supuestos radica en el hecho de que 

permiten construir una teoría que - a ú n cuando debe ser somet ida a pruebas 
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empír icas- nos permite entender mejor a lgunos aspectos del s is tema de justicia 

partiendo del enfoque económico. He ahí su importancia. 

E n el capítulo I se ana l iza el modelo tradicional para estudiar el fenómeno del 

cr imen: el de Becke r (1968) o modelo d isuasivo uti l izando una de sus var iac iones 

(Glaeser , 1999). La intención del capítulo es comprender cuáles son las 

determinantes más importantes para que un individuo dec ida o no participar en una 

act ividad cr iminal. Después se hace una revisión de la ev idencia empír ica sobre las 

var iables pr incipales. Los estudios se centran fundamentalmente en dos: el nivel 

de policía y de incapacitación. Los resultados demuest ras que tanto la policía como 

el encarce lamiento contr ibuyen a disuadir el cr imen. Sobre esta última variable, sin 

embargo, la ev idenc ia no es tan concluyente si se debe a un efecto d isuas ivo o de 

incapacitación. P e s e a los supuestos del modelo que sugieren que un aumento en 

la probabi l idad del arresto (p) t iene el mismo efecto que aumentar las penas (C), el 

incremento en la efectividad percibida del s is tema de justicia (p) es una 

determinante mucho más eficiente. 

E l capítulo II repara en aquel los aspectos del s is tema de justicia que 

determinan su ef ic iencia y, en consecuenc ia , que influyen en el modelo d isuasivo. 

P a r a poder conseguir lo , es importante determinar cómo se dan las interacciones 

de mercado en el s is tema. Los actores relevantes para la investigación serán las 

procuradurías de just icia, por un lado, y los jueces, por el otro. Un factor central 

para lograr un aumento en (p) s in elevar demas iado los costos (y, en 

c o n s e c u e n c i a , se r más consistente con el modelo) es lograr una mayor precisión y 

asert iv idad en las sentenc ias . En consecuenc ia , será importante entender ahora 

los factores que determinan la toma de decisión de los jueces a partir de la función 

de utilidad propuesta por Posne r (1994) en su versión genera l . La función se apoya 

en una ser ie de supues tos y analogías obtenidas en otros modelos económicos 

para definir las var iables que influyen en el comportamiento de los jueces como 

actores rac ionales: el oc io (ti), el trabajo (tj), el salario (I), la reputación (R) y otros 

(O). L a función nos permite establecer una relación básica con todo el s is tema. 
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El capítulo III s e apoya en el entendimiento consegu ido en los capítulos 

anteriores para comprobar la hipótesis de Magalon i (2007) que explicaría la 

ineficiencia en al menos un s is tema de justicia: el de México. La inercia 

institucional, pr incipalmente el desarrol lo que real iza North (1990) e s determinante 

en la estructura de incentivos que moldean el comportamiento de los actores 

dentro de una institución. La preguntas relevantes para el estudio son : ¿cómo 

influye la inercia institucional en la función de utilidad de los j ueces? y ¿cómo 

puede aumentarse p cuándo el problema de ineficiencia se estudia desde la 

perspect iva de la inercia insistucional? Aunque no se cuenta con datos suf ic ientes 

para hacer una conclusión genera l izada, sí se puede establecer con suficiente 

claridad que a lgunas de las determinantes en la función de utilidad de los jueces 

son inhibidas por la inercia institucional, en espec ia l la reputación, R. Los jueces no 

buscan max imizar R y esto puede ir en detrimento de la ef ic iencia del s is tema. S i 

puede esquemat iza rse y formal izarse en lenguaje económico cómo la estructura 

de incentivos afecta la función de utilidad que resulta eficiente en las interacciones 

del mercado del s is tema de just icia, es posible mejorar la efectividad de p s in 

aumentar los costos. 

L a invest igación f inal iza con una serie de conc lus iones e impl icaciones que 

tienen los ha l lazgos en materia de política pública y teoría económica. Sobre lo 

segundo s e enfat iza en la neces idad de crear argumentac iones consistentes entre 

las diferentes teorías que estudian el fenómeno del cr imen y la neces idad de 

unificar criterios en el análisis empír ico que se hace en México sobre el fenómeno. 

En materia de política pública, el trabajo puede tener impl icaciones relevantes en 

este contexto en el país: cuando se está l levando a cabo una transformación 

formal del s is tema de just icia. Por un lado, existen grandes oportunidades de 

estudiar el fenómeno desde el enfoque económico y de inercia institucional (medir, 

por ejemplo, el impacto de un cambio de reglas formales en las reglas informales). 

Por otro lado, ayuda a entender cómo el cambio en las reglas formales si bien 

puede generar nuevos equil ibrios no altera los efectos de la inercia institucional: las 

cosas camb ian para seguir igual. 
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I. E L M O D E L O DISUASIVO 

El estudio económico del cr imen inicia, s e desarrol la y, en ocas iones , agota 

en el modelo racional de Becker publ icado hace más de 40 años. A partir de e s e 

momento, e s posible distinguir cuatro líneas centrales de investigación económica: 

el papel de los incentivos para determinar el comportamiento, el uso de técnicas 

econométr icas para estab lecer re laciones causa les entre el cr imen y a lgunos 

determinantes, las impl icaciones de política pública y el uso del análisis costo -

beneficio c o m o métrica principal (Levitt y Mi l les, 2006). E n el presente capítulo se 

pretende indagar sobre los incentivos pr incipales para determinar el 

comportamiento criminal. 

El crimen y el castigo 

No existe duda a lguna, en la literatura económica, sobre la magnitud del cr imen 

como fenómeno soc ia l . E l homicidio es irreversible, los efectos en la cal idad de 

v ida son profundos, la inversión económica diminuye e incluso, para la soc iedad , el 

costo de oportunidad cuando las personas optan por una actividad ilícita (en lugar 

de una lícita), es muy alto. 

E l c r imen e s cos toso, la pregunta es ¿qué tanto? E s en el estudio del fenómeno 

donde los c o n s e n s o s dejan de serlo. U n a forma de calcular lo es midiendo los 

costos directos, incluyendo la prevención y el gasto gubernamental para 

combatir lo. Los análisis sobre el costo, según registra G laese r (1999), han incluido 

también el costo de oportunidad de involucrarse en act iv idades ilícitas o se han 

centrado en la gananc ia de bienestar obtenida por la reducción marginal del cr imen 

(a partir, por ejemplo, de los precios en el sector inmobiliario). 

L a visión clásica de los economis tas sobre el cr imen nace con el modelo de 

Gary Becke r (1968), el modelo d isuasivo: el cast igo es el precio del delito y, como 
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el c o n s u m o de cualquier bien, la demanda disminuye cuando el precio aumenta . El 

modelo se apoya en los supuestos tradicionales de la teoría económica: para el 

del incuente racional , el cr imen es una opción l igada a diferentes consecuenc ias . La 

función de utilidad individual sopesará los benef ic ios y los costos de cometer una 

act iv idad al margen de la ley. 

L a siguiente ecuación ilustra el modelo en una de sus var iac iones. E l individuo 

-neut ra l al r iesgo- enfrenta una decisión discreta entre participar en el sector legal 

y el i legal. P a r a tomarla, compara los benef ic ios (B) económicos y psicológicos con 

la probabi l idad (p) de ser cast igo mult ipl icada por el costo asoc iado con la 

aplicación de la ley (C) que está determinado por la sever idad de la pena (en 

términos prácticos, con la duración de la sentencia) (1). S i los benef ic ios son 

mayores a los retornos en el sector legal (W), el individuo participará en 

act iv idades del ict ivas. 

(1) B -pC > W 

El número de individuos que tomen e s a decisión (participar en act iv idades 

cr iminales) aumentará cuando B también lo haga o disminuirá cuando p, C , o W 

aumenten. E n otras palabras, la reducción del cr imen ocurrirá cuando "se reduzcan 

los benef ic ios de cometer un delito o aumente la probabi l idad de ser atrapado, el 

costo del cast igo cuando se es atrapado o el aumento de salar ios en el sector 

legal" (Glaser , 1999). 

L a ecuación nos permite extraer dos conc lus iones relevantes para la 

invest igación. E n primer lugar, los benef ic ios de aumentar la probabi l idad del 

arresto o aumentar la d imensión de la pena son los mismos. E n segundo lugar, el 

modelo se b a s a exc lus ivamente en la disuasión. En consecuenc ia , los supuestos 

sugieren que a) los cr ímenes cast igados con mayor sever idad deben ocurrir con 

(1) En el modelo original, la dimensión de la pena está indicada por f y hace referencia, en general, 
al costo de un sanción monetaria. 
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menor f recuenc ia que aquel los con sentenc ias l igeras, ceteris paribus; b) la 

act iv idad criminal s e reduce de forma efect iva con la disuasión más que con la 

incapacitación y que c) la estructura de costos minimiza la probabi l idad de la 

aprehensión (que es soc ia lmente costosa) y max imiza la sever idad de las 

sanc iones impuestas. E n palabras de Levitt y Mi l les (2007) " las multas deben ser 

emp leadas hasta donde s e a posible antes de que recurrir a la incapacitación". E l 

encarce lamiento no induce el comportamiento delictivo, s implemente restringe las 

oportunidades de cometer un delito. 

Los supues tos han s ido cuest ionados y somet idos a diferentes eva luac iones 

empír icas. E n una revisión bibliográfica exhaust iva, Grasmick y Bryjack (1980) 

sólo encuentran una investigación que cons idera la sever idad de la sanción como 

un determinante importante en la función de utilidad del del incuente, el resto se 

incl ina por profundizar en la probabi l idad del cast igo. E n particular, los cr iminales 

son más sens ib les a un cambio en la cert idumbre de que se apl ique C (es decir, en 

el aumento de p) que en la sever idad de C. En el modelo d isuasivo, este supuesto 

impl ica que los del incuentes son tomadores de riesgo, supuesto no s iempre 

respa ldado por la ev idenc ia empír ica (Nei lson y Winter, 1997) 

L a expl icación, en breve, obedece a razones endógenas a la función de 

uti l idad: las penas deben ser menos severas cuando s e cons idera el 

comportamiento de las insti tuciones, la percepción del criminal sobre las sanc iones 

puede ser inexacta, las personas descuentan el futuro (un encarcelamiento de 20 

años no será doblemente cos toso que uno 20) y los patrones de comportamiento 

para sanc ionar a lgunos delitos (en particular los homicidios) son independientes de 

la sever idad de la sanción previamente determinada (Glaeser , 1999). Sob re este 

últ imo punto, el patrón s e repite incluso para el homicidio vehicular en donde la 

víct ima e s aleatoria: qu ienes matan af roamer icanos t ienen sentenc ias más l igeras, 

qu ienes matan mujeres t ienen sentenc ias más severas . 

6 



Otra var iable exógena de (1), W, ha s ido motivo de una ampl ia bibliografía 

que b u s c a es tab lecer una relación causa l entre var iables soc ia les y las tasas de 

cr imen. E l c a s o paradigmát ico es el de Amér ica Latina: la región con más altas 

tasas de cr imen y v io lencia en todo el mundo. Contrar io a la idea genera l izada de 

un excepcionalismo lat inoamericano, los países más violentos del subcont inente 

(Venezue la , Bras i l , Co lomb ia , México) no t ienen nada de excepc iona les en sus 

tasas cr iminales si se toman en consideración var iables soc ia les (Soares y 

Naritomi, 2010). 

L a hipótesis ha s ido probada mediante distintos métodos. Las est imaciones 

de elast ic idad con preguntas contrafactuales (¿cuáles serían las tasas de cr imen 

esperadas en condic iones soc ia les e institucionales simi lares a las de países 

desarro l lados?) son s imi lares a la de los países de referencia (Japón, S u e c i a , 

Es tados Un idos , C o r e a del Sur). C u a n d o se controla por una ser ie de var iables en 

datos panel ( ingreso medio, tasa de crecimiento, deserción escolar , des igua ldad y 

probabi l idad de arresto) la var iable dummy "América Lat ina" no es signif icativa. 

Las razones pueden ser c las i f icadas en dos categorías (Soares y Naritomi, 

2010): las soc ioeconómicas y las institucionales. Las segundas se anal izarán en el 

siguiente capítulo (en particular, la ef ic iencia de las instituciones). Sobre las 

pr imeras des tacan tres: el crecimiento económico, la des igualdad y la edad de la 

población. E l crecimiento económico, como resulta evidente, t iene un impacto 

directo en W cuando el empleo es e s c a s o o los salar ios bajos. A m b a s s i tuaciones 

reducen el costo de tomar la decisión de participar en una actividad criminal. 

L a des igua ldad es la var iable que más re lac ionada está con la incidencia 

delict iva. E l índice de Gin i en los grupos de países más violentos del continente es 

sustant ivamente más alta (54.2 en promedio) que en los países de referencia -

menc ionados previamente (35.2). La ev idenc ia empírica apoya esta conclusión, 

probablemente porque existen mayores retornos al cometer un delito cuando un 

sector de la población es considerablemente más acauda lado que otro. 
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Finalmente, la edad e s un factor importante: la probabi l idad de que un 

individuo opte por cometer un delito decrece cuando su edad aumenta. Los 

homic id ios se concentran, por ejemplo entre los 15 y los 24 años. La población de 

Amér ica Lat ina en es ta edad es cons iderablemente más alta que en los países 

occ identa les y asiáticos. 

P a r a el c a s o lat inoamericano no se han real izado estudios de otras 

var iab les soc ia les que tan pueden resultar relevantes para expl icar las altas tasas 

de cr imen. E n genera l , la bibliografía disponible para ELI tampoco repara 

demas iado en es tas determinantes soc ia les aunque sí existen estudios relevantes 

al respecto, en particular los de Levitt. La presión de grupo o lo que según 

documenta G l a e s e r (1999) es una variable importante, la as is tenc ia a la iglesia son 

dos e jemplos de var iables de estudio (2). 

U n a var iable relevante usualmente omitida, como señala Gavi r ia (2010), y a 

la que literatura económica sorprendentemente le concede poca importancia es al 

impacto que el narcotráfico provoca en los determinantes del cr imen. E n su afán de 

poner el acento en las var iables del modelo d isuasivo, no se han estudiado a fondo 

sus impl icac iones en las instituciones o en la función de utilidad del del incuente. 

L a s o las de v io lencia en Co lomb ia y más recientemente en México sí son 

excepc iona les y el cr imen organizado juega un papel central al momento de 

intentar expl icar las. 

(2) Aunque no lo menciona Glaeser (1999), la asistencia a la iglesia puede estar asociada más con 
el acto de autocontrol más que con la ceremonia religiosa en sí misma. Baumeister y Tierney (2011) 
documentan cómo actos de autocontrol fundamentales para cumplir con principios religiosos tienen 
un efecto en otras conductas que exigen un fuerte nivel de control, por ejemplo, no dispararle al 
vecino. 
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Los saldos del crimen 

E n el análisis empír ico, se cuenta con cuatro fuentes principales para 

obtener datos: las encues tas de vict imización, las estadíst icas of iciales del 

gobierno, los reportes de morgues y hospitales, en el c a s o de homicidios y 

les iones, y las encues tas a los perpetradores, en particular aquel las real izadas en 

las cárceles (Glaeser , 1999) 

L a s encues tas de vict imización suelen ser el recurso principal para 

determinar, por ejemplo, los costos reales del delito o las med idas prevent ivas en 

las que incurren las víct imas frente a una ola de cr imen (Di Tel ia , Gal ian i y 

Shargrodsky , 2010). Las encues tas proveen información sobre las característ icas 

soc ioeconómicas de las víct imas (particularmente su nivel de ingreso), la 

percepción sobre la insegur idad, su relación y conf ianza con las autor idades así 

c o m o acc iones específ icas que haya real izado para prevenir o denunciar los 

delitos. 

L a s estadíst icas of iciales, como es previsible, presentan a lgunos problemas. 

L a información puede representar únicamente a un subgrupo de la población: 

aquel los qu ienes denunc ian un delito. E n el c a s o de países con instituciones 

débi les (como México, c a s o que se analizará más adelante) el subgrupo puede ser 

muy reducido. El segundo problema es su origen: los datos pueden estar 

man ipu lados por los departamentos gubernamenta les encargados de proveerlos 

(en particular el departamento de policía). E l hecho, s in embargo, de que la 

información provenga de las "instituciones políticas y legales que ponen las reglas 

y las polít icas públicas que determinan los cast igos esperados" (Levitt y Mi l les, 

2007) puede ser una ventaja para comparar regiones con regímenes de cast igos 

di ferentes para delitos simi lares. 
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L a aparición de ser ies de datos más ampl ias y con información desag regada 

por región así c o m o técnicas econométr icas más sof ist icadas, han permitido a los 

economis tas avanzar frente a otro tipo de dif icultades. E n primer lugar, en el propio 

modelo : los datos agregados son sólo una prueba indirecta de la decisión 

individual, núcleo de la teoría. E n segundo lugar, a lgunas l imitaciones asoc iadas 

con los instrumentos de medic ión: la identificación de la relación causa l , la 

dist inción entre los efectos de la incapacitación de aquel los de la disuasión y 

a lgunos prob lemas de endogene idad . 

E l primer prob lema radica en que el nivel de cast igo no es determinado 

aleator iamente, sue le responder a un nivel de cr imen determinado. Los recursos 

públicos para combatir lo aumentarán cuando los delitos aumenten y se presentará 

una correlación posit iva entre el aumento del cr imen y el aumento de, por ejemplo, 

las fuerzas a rmadas . 

Sob re los efectos de meter en prisión a qu ienes han comet ido un delito, se 

debe distinguir si una eventual disminución en e s e ilícito obedece a que los 

potencia les cr iminales optan por no cometer lo o a que, qu ienes lo cometer ían, 

están incapac i tados para hacer lo (se encuentran pagando una condena) . 

F inalmente, el problema de endogene idad es resultado de diferentes 

interacciones soc ia les . Las víct imas y los del incuentes afectan s imul táneamente su 

comportamiento. L a vict imización puede ser afectada por los pasos que las 

potenciales víct imas tomen y afectar la distribución del cr imen (Bushway y Reuter, 

2008). Otro ejemplo de endogene idad, regresando a la ecuación (1) ocurre al 

intentar medir el impacto del salar io (W) en la decisión individual de cometer un 

cr imen: mayores salar ios al ientan menos al cr imen de la m isma forma que el 

cr imen inhibe mayores salar ios. 
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L a s dif icultades, sin embargo, han s ido resueltas, al menos parcialmente. 

P a r a Levitt y Mi l les (2006), a partir del último tramo de los noventa, el empleo de 

sof is t icadas técnicas econométr icas contr ibuyó a establecer c laramente la relación 

entre a lgunas var iables de interés y el nivel de cr imen. S i bien los estudios son 

muy recientes, las pruebas han sido muy d iversas y abarcan var iables como la 

discr iminación racial de la policía como determinante del arresto, el efecto de la 

portación de a rmas por parte de las potenciales víct imas, los efectos de la 

legal ización del aborto en la disminución del cr imen. Pa ra la presente investigación 

nos interesa saber cómo influyen las var iables de referencia (p y C) en el 

comportamiento delictivo. 

La probabilidad de la sanción (p) 

L a policía e s la parte más visible del s is tema de justicia. L a relación que ha 

buscado es tab lecerse, la elast ic idad del nivel del cr imen según la esca la policial, 

ha sufrido de los prob lemas de identif icación causa l descr i tos previamente. Los 

prob lemas s e evitan, en buena medida, con el uso de la causal idad de Granger 

(una relación temporal entre var iables en lugar de causa l idad: una variable c a u s a a 

la otra cuando cambios en la primera producen cambios en la segunda) y la 

instrumentación de var iables. Levitt (1997), por ejemplo, introdujo una variable 

re lac ionada con las políticas del s is tema de justicia pero no con las tasas del 

cr imen: los c ic los electorales. E n época electoral, el gobierno aumenta la provisión 

de segur idad pública (más policías) por mot ivaciones más políticas que tácticas. 

La conclusión, uti l izando ambos métodos, es la m isma: niveles más altos de 

policía reducen signif icat ivamente (entre el 3 % y el 10% por cada aumento en 1 0 % 

de despl iegue) las tasas del cr imen. No es posible calcular todos los cos tos de 

contratar a un policía ( incluyendo aquel los re lacionados al s is tema de justicia) pero 

para Levitt (1997), el beneficio marginal de hacerlo excede los costos. G l a e s e r 

(1999) sugiere que para que los resultados s e a n absolutamente concluyentes, el 
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gobierno tendría que participar de forma directa en el análisis distr ibuyendo sus 

recursos pol icíacos de forma aleatoria y eva luando la reducción en las tasas del 

c r imen. 

Los costos de la sanción (C) 

Los cos tos al momento de cometer un delito están determinados por la 

sever idad de la pena y por la precaución que las víct imas toman para protegerse. 

U n a ex tensa literatura estudia el efecto que la cárcel t iene sobre las tasas de 

cr imen. Los análisis empír icos aportan ev idenc ia sobre el efecto reductor del 

cr imen que t iene el encarcelamiento. E s importante distinguir, sin embargo, si éste 

e s producido c o m o resultado de la disuasión o de incapacitación. Levitt (1998) 

cons idera dos premisas para determinarlo. S i la sanción de un tipo de delito 

aumenta , habrá un efecto susti tución: aumentará el número de otros delitos. S i , por 

otro lado, el efecto predominante es la incapac idad, no habrá efecto sustitución y la 

tasa de infracciones (en delitos sustitutos) disminuirá. La ev idenc ia sugiere que 

para ciertos deli tos hay un efecto de incapacidad (violación) mientras que para 

otros hay un efecto d isuas ivo (robo a c a s a habitación). 

El encarce lamiento, es sin embargo, muy costoso. Exis ten razones para 

creer, argumentan Levitt y Mi l les (2006) que "el prisionero 2 mil lones es mucho 

menos pel igroso que el primer reo encarce lado" . E s razonable suponer, cont inúa 

su argumento "que la esca la actual de encarcelamiento está por enc ima del nivel 

ópt imo soc ia l " . E l encarcelamiento puede, además, producir a lgunas 

external idades. Los economis tas han ironizado sobre a lgunas conc lus iones que la 

cr iminología ha hecho sobre el cast igo, en particular sobre los efectos 

cr iminógenos de las cárceles. S in embargo, estudios de la c ienc ia política ponen el 

acento en otros aspec tos negativos, por ejemplo, los efectos del "encarcelamiento 

mas ivo" en la des igua ldad soc ia l . E l s is tema de justicia penal adquiere un rol 
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central en la v ida de las famil ias urbanas con nivel de ingresos bajo (Western, 

2006). 

L a s p recauc iones que las víct imas toman para prevenir un delito, pueden 

aumentar el costo esperado de cometer lo dependiendo de que tan observab les 

éstas s e a n . S i la precaución e s observable, se produce un efecto susti tución: el 

del incuente optará por víct imas desprotegidas. S i , en cambio, la precaución no es 

observab le , el costo total de cometer determinado cr imen se e leva para todas las 

víct imas potencia les y puede disuadir la comisión de delitos en genera l . 

Di Te l ia , Gal ian i y Shargrodsky (2010) demuestran que grupos soc ia les con 

diferente nivel de ingreso se ven afectados de forma similar cuando la precaución 

no e s observab le (asalto a transeúntes) que cuando sí lo es (robo a c a s a 

habitación). Ay res y Levitt (1998) l legan a la m isma conclusión al estudiar el c a s o 

del disposit ivo de segur idad (no observable) para autos Lojack. Los robos de 

vehículos bajan de forma genera l izada en una ciudad sin que se presente el efecto 

sust i tución. 

De los análisis empír icos podemos sacar dos conc lus iones relevantes para 

este texto. E n primer lugar, dentro de la función (1) aún cuando p y C tendrían 

efectos s imi lares, el criminal es más sens ib le a un aumento en la probabi l idad de 

ser sanc ionado . En segundo lugar, las var iables exógenas a la toma de la decisión 

individual (sobre cometer o no un ilícito) no son suf ic ientes para expl icar en qué 

cons is te el aumento en p más allá de incrementar la esca la policial y sin alterar el 

modelo drást icamente ( es decir, e levando mucho los costos). Pa ra poder hacer lo, 

es ind ispensable anal izar, uti l izando el enfoque económico, a los actores del 

s is tema de just icia. 
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II. E N F O Q U E E C O N Ó M I C O EN E L SISTEMA DE JUSTICIA 

E n el capítulo I quedó demostrado que aumentar la probabi l idad de cast igar 

un delito (p) determina de forma eficiente el precio del cr imen y, en consecuenc ia , 

influye en la decisión individual de participar en una actividad ilícita. Teoría y 

ev idenc ia en el análisis económico, se basan en var iables exógenas al 

comportamiento, por ejemplo, los niveles de policía o de cast igo. Pa ra estudiar al 

s i s tema de just icia, es importante también considerar las var iables exógenas del 

s is tema. S in embargo, la investigación avanzará hac ia la comprensión de a lgunas 

var iab les endógenas al comportamiento de los actores del s is tema, en particular 

los jueces . L a pr imera pregunta a responder es , sin embargo, ¿qué tanto se ha 

estudiado la procuración de justicia más allá del modelo de Becke r? 

Los análisis empír icos sobre el s is tema de justicia son mucho menores (en 

vo lumen y profundidad) que aquel los sobre los determinantes del comportamiento 

cr iminal. Es to s e debe en buena medida a que la investigación puede carecer de 

una apl icación general y estar restringida a la base de datos que posee el 

investigador. Las autor idades, además, no proveen de forma sistemática estos 

datos y las insti tuciones son dinámicas: pueden cambiar constantemente partes 

sustant ivas de su funcionamiento. A las l imitaciones tradiciones, Levitt y Mi l les 

(2007) agregan que los economis tas carecen de un sof ist icado entendimiento 

jurídico y político de las insti tuciones del s is tema de just icia. 

E n conclusión, mientras la ev idencia empír ica sobre el efecto de reducción 

del cr imen con la p resenc ia policíaca y la incapacitación exhibe cons is tenc ia con la 

apl icación de diferentes metodologías, la ev idenc ia sobre otros aspec tos del 

s i s tema de just icia es menos robusta y se puede caer en el r iesgo de establecer 

re lac iones espur ias (Levitt y Mi l les, 2006). 
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Si hub iese la neces idad (como aquí la hay) de asomarse hac ia a lguna luz 

que haya aportado la ev idenc ia empír ica en la materia, sería hac ia el rol que 

juegan los incentivos dentro de las instituciones de procuración de just icia. Los 

procedimientos para sanc ionar un ilícito, por ejemplo, generan incentivos para los 

detenidos, sus de fensores y otros actores dentro del s is tema. Un ejemplo aunque 

sin ev idenc ia concluyente (Levitt y Mi l les apenas citan dos estudios) es sobre los 

procedimientos pena les : mientras más exigentes sean , los procesamientos serán 

menores (al compl icarse, el costo sube). Un primer paso, retomando los principios 

de la economía posit iva, es s istemat izar el lenguaje y hablar de la procuración 

c o m o una ser ie de interacciones de mercado. 

La procuración de justicia como un sistema de mercado 

E n el s is tema de just icia, las t ransacc iones de mercado proveen de mejor 

información y responden más rápido a las nuevas c i rcunstancias que "burócratas 

f i jadores de precio que t ienen una sobre carga de información, la reciben de 

s e g u n d a mano y les toma t iempo actuar en consecuenc ia " (Easterbrook, 1983). 

E l procedimiento penal es una forma de distribución de recursos con dos 

objetivos: a) distribuir más recursos al s is tema de justicia criminal hasta que los 

ahorros de prevenir el cr imen marginal igualen los costos en hacerlo y b) obtener la 

máx ima disuasión posible de los recursos dest inados al control del cr imen. La 

interacción de jueces , procuradores y acusados es un s is tema de mercado de 

fi jación de precios que busca el segundo objetivo. 

L a implicación más importante del enfoque económico para estudiar las 

interacciones dentro del s is tema es contraintuitiva para los propios actores: los 

agentes t ienen un comportamiento racional. Los procuradores y jueces buscarán 

maximizar su función de util idad. La pregunta responder, dados los supues tos 

p lanteados e s ¿Qué max imizan los actores centrales del s i s tema? 

15 



A r iesgo de ser repetitivo pero con la intención de seguir línea argumental 

p lanteada en un inicio dentro de los parámetros de la economía posit iva, es 

importante volver a la ecuación (1) donde el precio del delito es la pena (C) 

mult ipl icada por la probabi l idad de que s e a ap l icada (p). E l precio debe ser tan alto 

como para que el criminal pague por todo el daño que su cr imen inflinge. Pa ra 

maximizar la disuasión sin e levar los costos, la asert ividad de la sanción es 

ind ispensable . Pensándolo desde la óptica del s is tema (y no, como en el capítulo I, 

desde la del individuo), e levar (C) puede tener efectos no deseados : el individuo no 

podría pagar la sanción encarec iendo el costo de apl icarla o el alto precio de un 

ilícito puede inducir delitos más graves para evitar la aprehensión (homicidio a 

víct imas de un robo, por ejemplo). 

La importancia de que las sanc iones sean ap l icadas de forma prec isa (es 

decir, de aumentar p) radica en que la disuasión proviene de la di ferencia entre las 

consecuenc ias ant ic ipadas de obedecer la ley y de violarla. C u a n d o no hay 

precisión, la di ferencia cae . Desde esta perspect iva, aumentar p se convierte en un 

asunto de precisión, es decir, de ef ic iencia institucional. La ev idenc ia empír ica 

previa -el nivel de policía y de cast igo- var iables ana l izaba var iables exógenas a 

las dec is iones individuales. Pa ra continuar con la investigación e s menester 

examinar el por qué s e toman ciertas dec is iones dentro del s is tema, es decir, ir a 

las var iab les endógenas. 

E n es ta parte y dadas las d imens iones del estudio, debe optarse por uno de 

los dos actores centrales en la procuración de justicia (además del policía, var iable 

lo suf ic ientemente exp lorada previamente): los procuradores (fiscales) o los jueces . 

L a teoría t iende a incl inarse por los primeros. E n su hipótesis sobre los efectos de 

la inercia institucional en el s is tema mexicano, para Magaloni (2007) el Ministerio 

Público juega un papel protagónico. En este c a s o concreto, sin embargo, el 

análisis previo enfat iza en la neces idad de aumentar p con la asert ividad al 

momento de apl icar sanc iones . En otras palabras, la percepción sobre p en la 

ecuación (1) cambiará para el criminal en la medida en que existan más sentenc ias 
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efect ivas. El juez, en consecuenc ia juega un papel determinante y será el actor 

central de la invest igación. 

Aún cuando se opte por estudiar a lgunas var iables endógenas en la función 

de utilidad de los jueces , e s importante conocer de forma general la ev idenc ia 

empír ica sobre la utilidad de los procuradores. E n otras palabras, ¿Qué maximizan 

los p rocuradores? L a respuesta la da la estructura de incentivos institucionales (lo 

cual sugerir ía di ferencias importantes ente regiones) pero es probable que, a nivel 

federal , los procuradores federales estarán más preocupados en desarrol lar su 

capital humano (al menos en el s is tema federal estadounidense) . Las gananc ias 

que pueden obtener en el sector privado una vez que abandonen su cargo, 

determinan en buena medida los criterios bajo los cua les rigen su propio 

desempeño (Glaeser , Kess le r y P ieh l , 2000). 

Los procuradores locales, por el contrario, estarán más interesados en 

perseguir del incuentes que provocan el mayor daño soc ia l . La ev idencia que 

sustenta los estudios al respecto está tomada, en su mayoría, del perfil de los reos 

en las cárceles federa les y locales. La legislación sugiere que los cr iminales más 

dañinos están en pr is iones federales. L a real idad es distinta: los reos mejor 

educados y con un tejido soc ia l más sólidos son qu ienes ocupan las cárceles del 

s i s tema federal . 

L a d iscrec ional idad juega un papel importante dentro de la función de 

utilidad de los procuradores. Las interacciones con otros actores y el d e s e o de 

max imizar s us retornos funciona como un s is tema de reglas explícito. La 

d iscrec ional idad puede provocar fal las de mercado: los f iscales no asumen el costo 

de la no maximización de la disuasión. Por el contrario, pueden buscar maximizar 

su imagen (por ejemplo) y perseguir polí t icamente a f iguras impopulares. E n este 

punto en particular, la regulación proviene de otros actores dentro s is tema, en 

particular los jueces , que intervendrán en sus c a s o s otorgando o no la sentenc ia . 
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La función de utilidad de los jueces 

El juez cumple, entre otras funciones, con la de regular la d iscrec ional idad 

de las procuradurías. E n términos de las var iables que inciden en la asert iv idad de 

p, además, la sentenc ia es el producto material que v a a aumentar o disminuir la 

cert idumbre en relación con la aplicación del cast igo. La sentenc ia , a su vez , 

cuenta con un margen cas i total de d iscrec ional idad. E n palabras de G l a e s e r 

(2000) " la discreción se api la con discreción". 

E n el c a s o de los jueces , la d iscrecional idad tiene una función que hace que 

el s is tema de mercado continúe s iendo eficiente. Por un lado, permite la 

discr iminación de precio: diferentes precios en el mismo mercado por la m isma 

c o s a (crimen). E l es tado actúa como monopol ista -fija precios y "compra" del i tos-

pero desde una posición venta josa porque no puede existir intercambio de 

sentenc ia entre los "compradores" (Glaeser , Kess le r y P ieh l , 2000). 

L a d iscrec ional idad, además, permite que los jueces reduzcan costos de 

información: la informalidad del p roceso permite obtener la mayor cant idad de 

información al menor costo. Además, el poder que otorga la d iscrecional idad no es 

absoluto: lo m ismo que con un monopol is ta, fijar precios muy altos ahuyentará a 

los cl ientes s in alterar el precio de mercado. En el c a s o de los jueces , ahuyenta 

c a s o s potencia les. 

L a pregunta a responder ya no es ¿son los jueces se res rac iona les? (sobre 

e s e punto se argumentó previamente en este capítulo) sino resolver cuál es la 

función de utilidad del juez que pueda ayudarnos a avanzar en la dirección 

p lanteada d e s d e un inicio. Posne r (1994) ofrece var ios supuestos para evaluar 

es ta función. De acuerdo con la metodología de la economía posit iva, utilizar 

supues tos muy genera les (y poco realistas) resultará válido s i , somet idos a la 

exper ienc ia , predicen el comportamientos de individuos racionales. 
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E n primer lugar, los jueces t ienen a su encargo un comportamiento que no 

e s (al menos en su totalidad) observable: la provisión de justicia. Aún cuando 

pudieran coincidir en que su encargo más importante es aquél ("maximizar la 

provisión de justicia"), observar su cumpl imiento resultaría muy compl icado. Las 

o rgan izac iones sin f ines de lucro (OFL) sue len ser la alternativa más confiable para 

brindar un servic io cuando el resultado no es observable. Los criterios del análisis 

económico bajo los cua les han s ido estud iadas también pueden ser útiles para 

eva luar e s e "comportamiento no observable" de los jueces . Una O F L , como los 

jueces , t ransformará las uti l idades en incentivos (beneficios) al no poder quedarse 

con los excedentes . 

E n una función de util idad, es importante, en consecuenc ia considerar la 

distr ibución de t iempo que hace los jueces (tiempo para el ocio y t iempo para las 

sentenc ias) . E l plur iempleo de los jueces está limitado (en México y en Es tados 

Un idos , al menos para jueces federales) para que no transformen el t iempo libre en 

ingreso; al incrementar el valor del t iempo, los jueces racionales harán menos 

trabajo. E n el modelo, esto no es totalmente indeseable: un aumento en el t iempo 

libre (otra forma de ingreso) reducirá incentivos para obtener rentas económicas 

(Posner , 1994). E s o atrae personas al s is tema legal que de otra forma optarían por 

un mayor ingreso (lo cual es paradójico porque exige aumentar la burocracia para 

poder real izar de forma eficiente el trabajo). U n a alternativa es evaluar el 

comportamiento de los jueces en sus trabajos anteriores: el trabajador 

seguramente lo será s iendo pese a los incentivos. Por e s a razón los jueces rara 

v e z son e leg idos jóvenes. 

L a segunda forma de medir una variable endógena se cons igue tomando en 

cuenta el poder más grande que t ienen los jueces : emitir una decisión. La analogía 

proviene del modelo del votante racional. Una forma de utilidad que recibirán del 

poder de decesión e s la deferenc ia que su entorno les concede : no importa que los 

j ueces s e p a n que al dejar el cargo la deferencia cesará, reciben placer de ser 

tratados con respeto. La utilidad se obtiene en mucho mayor , sin embargo, del 
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valor del voto (igual que en el modelo del votante racional). E l núcleo de su función 

e s decidir. " L a utilidad no proviene de votar s ino votar por algo o alguien. Está 

re lac ionada a la utilidad de hacer valer un punto de vista aunque su voto no cambie 

nada esenc ia l " (Posner , 1994) 

P u e d e parecer que el juez actúa con menor responsabi l idad al votar que el 

votante ordinario: la utilidad provienen del poder y este no d isminuye cuando el 

voto es aleatorio. E s raro que esto suceda porque a) la utilidad no proviene del 

c o n s u m o puro sino de saber por quién (o por qué) se vota, como se mencionó 

previamente, y b) en la votación co leg iada el costo de la votación no aleatoria es 

muy bajo. P o s n e r ilustra el punto con el c a s o de un panel de 3 en el cual un juez 

t iene una fuerte preferencia por votar en algún sent ido y los otros dos jueces son 

indiferentes. Lo más probable es que terminen votando en el m ismo sent ido que el 

juez uno para evitar tener que justificar su posición. De e s a forma estarán 

max im izando su t iempo libre. 

L a función que refleja los dos incisos anteriores sería la siguiente: 

(2) U = U(tj, ti, I, R, O) 

E n donde tj son las horas en las que el juez juzga, ti las horas de ocio (hace 

cualquier otra c o s a excepto juzgar), tj y ti deben sumar 24. Además s e incluye el 

salar io (I), la reputación (R) y otras fuentes de utilidad (O). 

L a var iable O exp l ica aquel los factores no monetar ios que determinan la 

decis ión de los jueces de seguir en el s is tema de justicia más allá del salar io y el 

t iempo libre. P a r a términos de la investigación podemos mantener e s e criterio 

abierto a cons iderac iones específ icas para el c a s o de México. El modelo supone 

que la reputación (R) e s distinta del prestigio o la popular idad. La pr imera t iene 

relación con la ef ic iencia con la cual es percibido su trabajo; las otras dos más con 

su poder. A m b a s se incluirían en O. 
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El modelo puede compl icarse al ser más específ ico en las var iables y lograr 

determinar la decisión individual del juez entre serlo (es decir, optar por un trabajo 

en el s is tema de justicia) y no; sería una ecuación paralela a la decisión del 

cr iminal entre participar o no en las act iv idades ilícitas. S in embargo, para f ines de 

la investigación es suficiente quedarnos con la función (2) porque nos interesa más 

conocer y eva luar los determinantes en la utilidad del juez que los que l levaron a 

tomar la decisión (caso contrario a (1) donde sí nos interesa la decisión final del 

individuo) 
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III. LA INERCIA INSTITUCIONAL 

E n los capítulos anteriores se hizo un análisis bibliográfico de los estudios 

económicos sobre el cr imen y, s iguiendo los parámetros de la economía posit iva, 

se estableció una ruta para entender el impacto de la inef iciencia en el s is tema de 

just ic ia en la decisión individual de cometer un delito. En principió se estableció 

que var iab les endógenas (p en (1)) alteran la función. En segu ida, después de 

anal izar las interacciones de mercado en el s is tema de justicia, se determinó que 

para poder entender la ef ic iencia (o ausenc ia de) en las dec is iones que toman los 

jueces , es importante saber qué max imizan al momento de tomarlas (U en (2)). E n 

este capítulo se intentará expl icar la ineficiencia a partir de la inercia institucional 

(path dependence) y cómo influye en la función de utilidad de los jueces en 

México. P a r a hacer lo, primero debemos definir por qué el s is tema es ineficiente. 

Ineficiencia en el sistema de justicia 

U n a de las pr incipales preocupac iones sobre los datos d isponib les para 

real izar pruebas empír icas, descr i ta en el capítulo I, está re lac ionada con la 

población de estudio. S i no existe conf ianza en las instituciones públicas, sólo un 

subgrupo de la población hará denunc ias y las est imaciones sobre los costos y 

efectos del cr imen serán difíciles de hacer. E n México, el subgrupo de la población 

que denunc ia es muy reducido y, lo que es peor, parece cada v e z ser lo más 

(Magalon i , 2007). L a cifra negra (delitos no denunciados) se mant iene por enc ima 

del 9 0 % (92% según las est imaciones más recientes). 

Un segundo obstáculo y una de las razones pr incipales por las cua les el 

s is tema de just icia no ha s ido el centro de la teoría económica radica en la falta de 

b a s e s de datos públicos que sistemáticamente estén d isponib les para cualquier 

invest igador. Maga lon i (2007) da cuenta de la gran cant idad de información 

d isponib le en Es tados Unidos (EU) para evaluar a lgunos aspectos del s is tema de 
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just ic ia, en particular las cárceles. S in embargo, aún en E U como señalan Levitt y 

Mi l les (2006) los datos sobre otras partes del s is tema son l imitados. 

P a r a una investigación empír ica con el propósito de evaluar el s is tema de 

just icia, en México se pueden consultar bases de datos del INEGI a nivel nacional 

(las estadíst icas judic iales en materia penal), las encuestas periódicas a centros 

peni tenciar ios en el D F y Es tado de México que real iza el C I D E y a lgunos estudios 

rea l izados por organ izac iones no gubernamenta les o académicas (el más reciente, 

el de México Evalúa). Los datos of iciales más recientes cor responden a 2008 en 

a lgunos c a s o s . 

E l prob lema no sólo es la e s c a s a disponibi l idad de datos s ino la falta de 

criterios uni formes para evaluar los. En estudios diferentes (Magaloni , 2007, México 

Evalúa, 2012) la tasa de absolución puede tener un signif icado distinto. U n a baja 

tasa de absolución puede ser un indicador de ef ic iencia sobre el trabajo del 

ministerio públ ico (MP) o resultado de la inercia con la que los jueces 

s is temát icamente aprueban el trabajo del M P . E l problema se debe, en parte, al 

or igen de los datos: unas son ser ies de t iempo nacionales mientras los otros son 

datos sobre un año en una región determinada (el centro del país). S in embargo, la 

ausenc ia de c o n s e n s o puede ser un indicador de la falta de estudios sobre el tema. 

Aún con las l imitaciones señaladas, es posible definir la inef iciencia de 

forma consis tente con el modelo d isuas ivo y con la ecuación (1). Las var iables de 

interés son aquel las que inciden en p (el gasto en el s is tema de justicia y la 

impunidad en el nivel del cr imen). 

E n el modelo, aumentar la probabil idad de aprehensión es cos toso e 

indeseable . La premisa s e ha mat izado (con la ev idenc ia empír ica y los supues tos 

descr i tos previamente) en función de un aumento en la cer teza de cast igo que el 

aumento en el gasto supone. E n gasto en la justicia ordinaria en México es menor 

que en Es tados Unidos, Brasi l o Argent ina (Magaloni y Mayer , 2011). S in embargo, 
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el gasto per cápita en la justicia federal es mucho mayor que el gasto en justicia 

local ($303 vs $168) y es mayor también que el gasto que hacen los países de 

referencia. E l 9 3 % de los delitos cor responden a la justicia local (México Evalúa, 

2012) . E l dato es un buen indicador de que el gasto para aumentar p es ineficiente. 

Habrá que añadir la alta injerencia de tr ibunales federales para resolver confl ictos 

locales lo cual quiere decir que la asert ividad de ejercer la sanción (al menos en 

pr imera instancia) no contr ibuye a disuadir la actividad delict iva. 

L a inef iciencia con relación a p también puede medirse a partir del número 

de cons ignac iones . Aunque se hable del promedio nacional , es importante señalar 

que existen grandes di ferencias entre es tados. La est imación de cons ignac iones 

con respecto al total de denunc ias es una cifra que, en términos agregados, resulta 

de poca utilidad porque una de las razones que puede estar abr iendo la brecha 

entre las ent idades federat ivas es la l legada de métodos alternativos de solución 

en aquel las que ya hayan implementado la reforma al s is tema de justicia. L a tasa 

de consignación por homicidio, sin embargo, es muy baja: sólo en 7 es tados 

supera el 5 0 % (México Evalúa, 2012). 

El precio de la inercia institucional 

L a s insti tuciones como las "restr icciones conceb idas que moldean la 

interacción humana" (North, 1990) son determinantes en las estructuras de 

incent ivos que alteran la función de utilidad de los actores en el s is tema de just icia. 

S i hemos mostrado cómo la probabil idad de cast igo (p) es un determinante central 

en la decisión de cometer una actividad ilícita, el papel de la función de utilidad del 

juez sobre (p) y la ineficiencia en el s is tema de justicia mex icano en particular, será 

relevante indagar e s a estructura de incentivos. 

L a hipótesis sobre inercia institucional supone que los actores del s is tema 

de procuración de just icia "han quedado atrapados en sus propias burocrac ias, su 

24 



historia institucional y en sus viejos patrones de conducta" (Magaloni , 2007). Del 

lado de las procuradurías, las fuentes de información no se han alterado: s igue 

s iendo el acusado el principal proveedor de información. Los jueces , por su parte, 

s iguen ava lando el trabajo del Ministerio Público pese a ostensib les fallos como, 

por ejemplo, seguir basando la mayoría de las dec is iones en la prueba tes t imon ia l . 

E s este aspec to en particular, determinar que variable en (2) resulta más 

importante al momento hacer un cambio institucional, donde habremos de 

detenernos. 

L a inercia institucional es un instrumento conceptual consistente con los 

principios de la economía posit iva: intenta abstraer una realidad compleja y reducir 

el conjunto de alternativas para "ligar la toma de dec is iones a través del t iempo" 

(North, 1990) U n a v e z que la inercia l leva un curso determinado, la red de 

external idades, el p roceso de aprendizaje de las organ izac iones y el modelaje 

histórico de los asuntos (problemas) refuerzan el curso que s igue. Es to expl ica, en 

a lguna med ida , que inercias improduct ivas pueden persistir: c a d a acción refuerza 

la trayectoria recorr ida previamente. 

E l refuerzo de es ta inercia ocurre no sólo debido a la ex is tenc ia de rendimientos 

crec ientes (cuanto más se tome una acción, mayores los beneficios) s ino también 

porque c a d a acción permite que una serie de fuerzas alienten que e s a decisión se 

mantenga, por la existencia de external idades posit ivas (beneficios a la persona 

que y a tomó e s a decisión o está por tomarla) y por un efecto encierro (la decisión 

s e convierte en la mejor alternativa disponible) Pa ra P a g e (2006), la ex is tencia de 

rendimientos crec ientes no es condición suficiente ni necesar ia para que exista la 

inercia institucional. 

Los actores, que buscarán maximizar un objetivo soc ia lmente definido 

(menc ionamos el c a s o de "justicia" para los jueces) pero con una función de 

utilidad propia (el c a s o de (2) para los jueces) se encuentran en instituciones que, 

la mayor parte del t iempo están en equil ibrio: ninguno de los jugadores (dada su 
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posición actual) encuentra ventajoso reestructurar los acuerdos (comparando la 

sat isfacción entre benef ic ios y cos tos relativos). E l individuo intentará maximizar en 

una decisión discreta entre tomar dec is iones dentro de las restr icciones actuales o 

intentar cambiar e s a s restr icciones. S i opta por lo primero, el equilibrio se 

mant iene. 

P a r a poder probar la hipótesis de la inercia institucional en el c a s o mex icano, 

e s importante cons iderar var iables endógenas a la función de utilidad del juez. 

¿Qué c a u s a que s iga tomando dec is iones ineficientes para la procuración de 

just ic ia? P a r a poder probar a lgunos principios se han exclu ido trabajos simi lares 

sobre jueces de tr ibunales administrat ivos o jueces de la Sup rema Corte. S i bien 

los resul tados son consis tentes en muchos sent idos (en todos los casos , por 

e jemplo, podemos encontrar indicadores que apuntan hacia la maximización del 

t iempo de ocio) la estructura institucional debe ser ana l i zada por aparte para cada 

c a s o . 

L a investigación con entrevistas a los jueces en materia penal (Pasares , 2003) 

aún cuando s e a n en sólo una región (DF) resulta de mayor utilidad en este c a s o 

porque evalúa la toma de dec is iones de jueces que pertenecen a la just icia 

ordinaria (a di ferencia de los Ministros de la S u p r e m a Corte) y al Poder Judic ia l (y 

no al Ejecut ivo como los tr ibunales administrativos). En pocas palabras, son jueces 

s imi lares a aquel los en los que obtiene Posne r (1994) la función de utilidad (2). 

P a r a poner en perspect iva el problema, será necesar io volver a hablar del la 

procuración de just icia como s is tema de mercado. C o m o se describió con detal le 

previamente, la d iscrecional idad de los jueces resulta en beneficio de las 

interacciones de mercado: reduce los costos y max imiza el bienestar producido por 

e s a decis ión. ¿Por qué en el s is tema de justicia nacional , como se demostró, los 

índice de ef ic iencia son tan bajos? E n este punto encont ramos nuestra pr imera 

respuesta : la inef iciencia es producto, en buena medida, de la inercia institucional. 
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E l artículo 72° del Código de Procedimientos Pena les del D F prevé los 

requisi tos legales para emitir una sentenc ia pero no hay una estructura común que 

obl igue a justificar el razonamiento por el cual un juez llegó a determinada 

conclusión. C a d a juez puede escribir una sentencia s implemente enunc iando 

razones sin que s e a posible distinguir a cuál le concedió más peso o cómo la 

ex is tenc ia de "A" le hizo llegar a "B " . E n otras palabras, la d iscrecional idad no sólo 

e s absoluta s ino que rompe uno de los principios de ef ic iencia: obtener información 

resulta muy cos toso. 

P a r a las partes será costoso enterarse de cuál fue el razonamiento y, en 

consecuenc ia , no podrán proveer al juez de la mejor información disponible 

(principio básico para que el s is tema de mercado funciones). E l juez, por su parte 

max im iza su ocio (ti en los términos definidos previamente) val idando la versión del 

M P . L a pregunta aquí es por qué ,si pudo optar entre dos caminos (la decisión 

d iscreta def inida con anterioridad), el ige el menos eficiente. 

E n 82 expedientes consul tados, las sentenc ias tenían requisitos de más, de 

m e n o s y sin un orden predeterminado. La razón que daban los jueces sobre su 

forma de emitir la sentenc ia : "depende con qué magistrado se haya formado uno". 

Segu i r la metodología con la que cada juez ha crecido en lo individual refuerza la 

inercia institucional por el efecto encierro: seguir esta ruta se convierte en la mejor 

alternativa posib le. La variable ti de (2) es determinada, en buena medida por la 

inercia institucional y, en consecuenc ia , la trayectoria menos eficiente (aquella que 

e leva los cos tos de información) es la preferida. 

L a siguiente pregunta está re lac ionada las reglas formales. ¿Cómo afecta el 

camb io de reglas formales al equilibrio del estado actual de las c o s a s ? P a r a 

poder la responder habremos de desarrol lar el argumento a partir del equil ibrio 

insti tucional. Éste s e sost iene cuando los precios relativos endógenos del s is tema 

son altos, part icularmente en dos áreas: a) los costos de información y b) la 

percepción de la sanción. 
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L a var iable que buscamos seguir en (1) (directamente) y (2) (indirectamente) es 

aquel la que afecta la percepción de la sanción para el del incuente. Mientras mayor 

s e a la percepción en la cert idumbre del cast igo, mejor funcionará el modelo 

d isuas ivo . ¿Qué var iables afectan e s a percepción que permiten que el equil ibrio se 

man tenga? C o n la información disponible no es posible indagar sobre una ampl ia 

g a m a de var iables pero al menos hay una que puede ofrecer respuesta y que 

deberá ser somet ida a la comprobación empír ica: las prueba con mayor peso 

probatorio en el s is tema de justicia en México, la prueba test imonial. 

Está bien documentado en la teoría (Magaloni , 2007) que las pruebas 

test imoniales son las que mayor peso t ienen en la decisión del juez. De hecho, las 

pruebas documenta les o pena les son cas i inexistentes en los p rocesos de justicia 

en México. De los 82 archivos rev isados se cometían las omis iones más graves y 

s e terminaba favorec iendo la prueba testimonial: no se rea l izaba pruebas 

dact i loscópicas, pruebas de pericia para verificar daños, cotejo de pruebas, ni 

s iquiera se sol ic i taban comprobantes bancar ios cuando la investigación lo requería 

(Pasa ra , 2003). Todo recaía en los test imonios, part icularmente el del agrav iado. 

E n este punto, e s útil observar el uso de la d iscrecional idad. Los jueces eran 

cons is tentes con la línea jur isprudencial de la S C J N al valorar (posit ivamente, 

c o m o test igos más cercanos) el testimonio de los policías que detenían al acusado . 

S in embargo, iban contra la línea marcada por la S C J N al no considerar la 

fragil idad de la prueba testimonial, part icularmente la de la víct ima. E s decir, existe 

una asimetría al momento de admitir test imonios; serán más útiles cuando 

provengan de quien a c u s a que cuando provengan de qu ienes se def ienden. 

Lo anterior podría signif icar también que el juez lo hace así porque b u s c a 

max imizar su t iempo libre (ti). S in embargo, el M P es quien aporta la mayoría de 

los test imonios. Además, e s o no explicaría la di ferencia de valor conced idos a uno 

y a otros. E s plausible argumentar, en consecuenc ia , que la inercia institucional es 

una razón detrás de es ta decisión tomada de forma sistemática. 
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E n el c a s o del test imonio del agraviado, en los expedientes no se descal i f ica 

su versión de los hechos . E n los 82 expedientes, cas i se admite en su totalidad. E n 

el c a s o de los test imonios de test igos que coinciden con la versión del inculpado, 

en cambio , los j ueces los observan con "sospecha" . E l uso del vocabular io 

emp leado en la sentenc ia insinúa que los test imonios son prueba del interés del 

testigo en que el acusado s e a exonerado. La toma sistemática de es ta decisión (de 

la cas i unánime dispar idad de criterios al momento de utilizar los test imonios en el 

caso) genera , en buena medida, una external idad posit iva entre los actores del 

s is tema. Aque l los que tomen esta decisión recibirán benef ic ios que probablemente 

no incluyeron en su función de utilidad original (por ejemplo, un mejor 

entendimiento con el M P para c a s o s posteriores). 

L a pregunta que queda sobre este segundo aspecto es ¿qué variable 

intentarían max imizar en este c a s o ? Una vez descar tada ti, la alternativa que 

mejor lo explicaría parece ser R. E n el equil ibrio existente, la reputación no parece 

tener importancia. L a estructura de incentivos, producto de la inercia institucional, 

favorece a la costumbre sobre la construcción de una reputación propia. Los 

jueces no obt ienen su utilidad de la vanguard ia de sus criterios en la sentenc ia , su 

capac idad para hacerse de la mejor información disponible en el mercado o del 

acuc ioso uso de las pruebas con mayor val idez en el s is tema de justicia según la 

teoría existente. La inercia institucional parece inhibir el valor de R para el c a s o de 

los j ueces en México. 

F inalmente, aunque hace falta ev idenc ia empír ica sobre el s is tema de justicia 

somet ido a las nuevas reglas que entraron en vigor desde 2008 para a lgunos 

es tados , debe señalarse que el cambio en las reglas formales afecta el equil ibrio 

existente en el s is tema pero no necesar iamente incide en la inercia institucional. 

U n a ent idad que ha vivido algo parecido es Ch ihuahua . A partir de un c a s o 

emblemát ico, en el que los 3 jueces exoneraron al novio de una mujer, Rubí, 

a c u s a d o de haber la ases inado -aún cuando varios indicios señalaban apuntaban a 

su responsabi l idad (el supo donde local izar sus restos, pidió d iscu lpa en pleno 
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juicio a la madre de Rubí)- los cambios a las reglas formales han s ido 

cuest ionados. Incluso, el gobierno ha emprendido reformas legales que son 

interpretadas como un retroceso (Carbonel l , 2011). 

Los camb ios legales producen un choque y un desequi l ibr io con las reglas 

informales pero, c o m o todo proceso económico, pronto se alcanzará un nuevo 

equil ibrio (mejor o peor) y la inercia institucional seguirá pesando más que otros 

determinantes en la función de utilidad del juez. C o m o se señaló previamente, 

determinante para vencer las inercias institucionales, es el cambio en los precios 

relativos. S i los precios percibidos de no hacer una estructura común en la 

sentenc ia no aumenta , la inercia continuará imponiéndose. S i los precios relativos 

de introducir una ideología propia (es decir, de aumentar el valor de R) no 

d isminuyen, se recorrerá el camino andado aún cuando s e a ineficiente. 
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IV. CONCLUSIONES 

E n la investigación se partió de los postulados de la economía posit iva para 

seguir un mismo trazo argumental , con lenguaje formal definido entre el modelo 

d isuas ivo y en el enfoque económico del s is tema de justicia. La aplicación de es ta 

metodología permite una comprensión más aguda del fenómeno del cr imen y las 

determinantes en el compart imiento individual. S i bien los supuestos pueden ser 

muy abstractos o genera les , la ev idenc ia empír ico sustenta el uso de d ichos 

supues tos . 

E n la investigación se demostró que, pese a que parece contradecir los 

supues tos del modelo d isuasivo, aumentar la probabil idad de aprehensión p es la 

forma más eficiente de elevar el precio del cr imen y, en consecuenc ia , disminuir la 

d e m a n d a . E n los últ imos 40 años de investigación, el aumento en las penas ha 

ev idenc iado sus l imitaciones. 

E l enfoque económico al s is tema de justicia a partir de la identif icación de 

var iab les centrales en el modelo d isuasivo, hace más evidente un hecho que no es 

tan bien aceptado lejos de la teoría económica: los actores involucrados en el 

p roceso son individuos racionales. Pa ra expl icar cómo la maximización de sus 

func iones de utilidad es compat ib le y eficiente con la función socia l de la institución 

a la que per tenecen, es necesar io indagar en las var iables endógenas. E n el c a s o 

de los jueces , se comprobó que tanto el t iempo libre ti como la reputación R 

inciden no sólo en la función de utilidad de los jueces s ino que alteran los 

incent ivos de participar en la actividad criminal al determinar la ef ic iencia de la 

procuración de just icia. 

L a inercia institucional expl ica, en a lguna medida, la inef iciencia del s is tema de 

just ic ia en México, en particular generando estructuras de incentivos ineficientes 

para la toma de dec is iones de los jueces. Aún cuando falta ev idenc ia empír ica 

concluyente, e s plausible concluir que los cambios a las reglas formales no 

camb ian la inercia institucional. 
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Implicaciones para la justicia en México 

• P a r a lograr un aumento la probabi l idad y cer teza de aprehensión, en el 

s is tema de just icia mex icano es más importante considerar otras var iables 

antes que e aumento en recursos públicos. E l aumento en el costo del 

s is tema de just icia es ineficiente tanto en el modelo d isuas ivo como en la 

práctica porque no altera el comportamiento producto de la estructura 

institucional de incentivos. 

• L a reforma al s is tema de justicia emprend ida desde 2008. presenta una 

oportunidad idónea para investigar el equilibrio institucional: la interacción 

entre reglas formales e informales y los efectos de un cambio en las 

pr imera. La investigación tiene un reto en esta materia y, con el a c c e s o a 

insumos de información necesar ios, podría hacerse un estudio vanguardista 

en este tema. 

• L a reforma al s is tema de justicia puede atender a lgunos aspec tos omit idos o 

p lantearse a lgunos retos más allá del marco legal. Por ejemplo ¿cómo 

lograr una estructura de sentenc ias que reduzca los costos de información? 

¿Cómo aumentar el valor de R en la función de utilidad de los jueces para 

que no sólo val iden la versión del M P ? La respuesta a estas preguntas 

puede acelerar el rumbo del cambio al s is tema de justicia en nuestro país. 
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